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durante la instrucción del citado expediente, lo que le obligaba a dirigirse a 
esta Defensoría dada la situación de indefensión en la que le había colocado.

Admitida la queja, en respuesta a nuestra petición, y según constaba en el 
informe que nos fue remitido desde la Fiscalía, se nos aseguró que ya se 
había formalizado el correspondiente escrito de acusación, estándose a la 
espera de la celebración del correspondiente juicio oral ante el Juzgado.

Ante casos como éstos, en lo que algo tan básico como la obligación de 
proporcionar alimento a un hijo se ha de dirimir en el orden jurisdiccional 
penal, tenemos que insistir en que sería deseable que aprendiéramos a 
ejercer como adultos responsables sabiendo concluir una relación emocional 
sin arrastrar gratuitamente en los impactos del conflicto la salud y la felicidad 
de nuestros hijos, y asumir nuestras obligaciones con responsabilidad sin 
tener que ser compelidos para su cumplimiento por resoluciones judiciales 
que, además, pueden llevar aparejado el cumplimiento de una pena.

3.1.2.11. Familias

Un conjunto significativo de quejas tramitadas durante 2014 tienen en común 
su relación con conflictos surgidos en el seno de la familia. Esta situación se 
da muy frecuentemente con ocasión de la ruptura de la relación de pareja, 
cuando existen hijos en común y no se llega a un acuerdo sobre la guarda y 
custodia, ni sobre el régimen de visitas.

En muchas ocasiones este esce-
nario representa un auténtico tor-
mento para estas personas que, 
en ausencia de solución pactada, 
se ven abocadas a constantes 
visitas al juzgado para encontrar 
solución a sus desavenencias. Se 
dan situaciones incomprensibles 
de denuncias cruzadas, con pretensiones extremas irrealizables. Y todo ello 
ante unos hijos que son quienes a la postre sufren esta situación.

Es por ello que siempre que podemos orientamos a las personas que se dirigen 
a nosotros a una posible solución mediante la participación de profesionales 

Un significativo de número de quejas 
tramitadas durante 2014 tiene en co-
mún su relación con conflictos surgi-
dos en el seno de la familia.
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de la mediación familiar. A este respecto ya se encuentra operativo el registro 
público de mediadores que tiene habilitado la Consejería de Igualdad, Salud 
y Políticas Sociales, a través de sus Delegaciones Territoriales, y a pesar de 
ello hemos de mostrar nuestra preocupación por el escaso número de 
reconocimientos del derecho a la mediación familiar gratuita, lo cual es 
muestra del poco conocimiento que tiene la ciudadanía de esta posibilidad 
y como lo usual es que ante el conflicto se siga acudiendo al juzgado sin 
intentar antes esta posibilidad.

También hemos de referirnos a 
las controversias derivadas del 
funcionamiento ordinario de los 
puntos de encuentro familiar, 
cuya labor muchas veces es 
cuestionada reproduciendo 
la misma problemática y 
desavenencias que determinaron 

la necesidad de su intervención. A título de ejemplo en la queja 14/4878 el 
interesado se lamenta del funcionamiento del punto de encuentro familiar 
de Jerez, porque los informes que remiten al juzgado son muy parciales, 
reflejando las quejas e inquietudes manifestadas por la madre pero sin 
otorgar igual relevancia a sus manifestaciones. También en la queja 14/2283 
una mujer víctima de malos tratos, con orden de alejamiento impuesta a su 
agresor (padre de su hijo) se muestra disconforme tanto con el régimen de 
visitas reconocido por el juzgado al agresor como por el cumplimiento del 
mismo por parte del punto de encuentro familiar de Marbella. Por su parte, 
en la queja 14/126 el interesado manifiesta su disconformidad con el modo 
de actuar del punto de encuentro familiar de Sevilla porque ha de esperar 
pacientemente en la sala dispuesta para ello a que accedan sus hijos, pero 
que una vez acceden el tiempo que le ha reconocido el juzgado es muy corto, 
perdiendo todo sentido la intervención del recurso orientada a normalizar la 
relación paterno-filial.

Entre las quejas relativas a familias también incluimos aquellas referentes 
al reconocimiento o renovación de los títulos de familia numerosa, en las 
cuales se plantean variadas cuestiones tanto de procedimiento como del 
contenido concreto de las ayudas o beneficios sociales inherentes a dicho 
título.

Orientamos a las familias en conflic-
to a una posible solución mediante la 
participación de profesionales de la 
mediación familiar.
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Así las quejas 14/3164, 14/5918, 14/5921 venían referidas a problemas 
burocráticos en la gestión de los expedientes que determinaban retrasos en 
la expedición y renovación de los títulos. Como solución a tales problemas 
burocráticos de gestión en la queja 14/3866 el interesado pedía una 
modificación normativa que permitiese una vigencia más prolongada de los 
títulos de familia numerosa.

Por su parte, en las quejas 14/955, 14/1454, 14/3422 y 14/5433, se 
planteaba la problemática de familias monoparentales en que el padre o la 
madre fuese discapacitados y tuvieran hijos a su cargo. Respecto de estas 
familias la Junta de Andalucía viene actuando conforme al tenor del artículo 
2.2, de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, que establece la equiparación 
como familia numerosa, a los efectos de dicha ley, a las familias numerosas 
constituidas por 2 ascendientes, cuando ambos fueran discapacitados o al 
menos uno de ellos tuviera un grado de discapacidad igual o superior al 65%, 
o estuvieran incapacitados para el trabajo, con 2 hijos, fueran o no comunes.

En la tramitación de tales quejas hemos de informar a los interesados 
que la Junta de Andalucía dispone solo de competencias para la ejecución 
de lo establecido en la normativa estatal. Y dicha normativa (la citada Ley 
40/2003, de 18 de noviembre) sigue vigente a pesar de las modificaciones 
normativas que se preveían en las últimas Leyes de Presupuestos Generales 
del Estado. A este respecto, y por tratarse de normativa de ámbito estatal, 
dimos traslado de dicha cuestión al Defensor del Pueblo Estatal, quien nos 
remitió un oficio haciendo constar que es consciente del problema, tal como 
ha quedado plasmado en los últimos Informes anuales presentados en las 
Cortes Generales. Por ello se solicitó información a la Secretaría de Estado 
de Servicios Sociales e Igualdad, sobre la situación y criterios de la posible 
reforma de la Ley de Familias Numerosas (Ley 40/2003, de 18 de noviembre) 
para incluir nuevos supuestos. 

La respuesta del departamento ministerial es que tal como señala la 
Constitución Española, en su artículo 39, los poderes públicos aseguran la 
protección social, económica y jurídica de la familia. Para dar contenido al 
referido mandato constitucional en relación con las familias numerosas, se 
aprobó la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, donde se establecía la definición, 
acreditación y régimen de las mencionadas familias, para garantizar su 
acceso a unos beneficios sociales legalmente definidos. Esta Ley extiende su 
ámbito de aplicación a una amplia tipología de familias. Se pretendió con ello 
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no restringir la protección que con ella se proporcionaba a toda la compleja 
realidad de los vínculos familiares que existen en las actuales sociedades. 
No obstante, la mencionada Ley 40/2003 ha sido objeto de diversas 
modificaciones con objeto de dar una mayor cobertura a las mencionadas 
familias, ampliando los supuestos de familia numerosa y el acceso a los 
beneficios sociales derivados de la legislación de familias numerosas.

Continúa señalando la Administración estatal que la inclusión de nuevos 
supuestos (monoparentales con 2 hijos, discapacitados con 2 hijos) supone 
un notable incremento del número de familias beneficiarias, y por ende, de 
la inversión necesaria para poder dar cobertura a los beneficios previstos 
legalmente. Pero el contexto de dificultad económica y consolidación 
fiscal por el que atraviesa nuestro país y la falta de previsiones de crédito 
presupuestario específico para implementar las diferentes iniciativas 
parlamentarias que se aprobaron a este respecto, han dificultado que las 
reformas normativas hayan podido llevarse a cabo hasta ahora.

No obstante, desde el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad 
se ha manifestado la voluntad de elaborar un Plan Integral de Apoyo a la 
Familia que contempla un conjunto de medidas articuladas y coherentes 
a desarrollar por los diversos Ministerios con competencias en materia de 
apoyo a las familias. En ese marco, se analizará la posibilidad de reformar la 
normativa reguladora de las familias numerosas y la protección que pueda 
dispensarse a colectivos familiares que presenten situaciones de especial 
necesidad, teniendo en cuenta todos los aspectos concurrentes, incluyendo 
lógicamente los económicos presupuestarios. 

Por su relación con la temática familiar también aludiremos a las actuaciones 
realizadas en la queja 14/1052 en la que la interesada se mostraba 
disconforme con el régimen de tarifas establecido por la empresa pública 
Inturjoven en su red de albergues y alojamientos. Nos decía la interesada que 
las familias monoparentales con un hijo o hija se encontraban discriminadas 
respecto de las familias de 2 progenitores con un descendiente a su cargo 
ya que el precio a abonar por la persona menor de edad compartiendo la 
habitación con dos adultos resultaba inferior al que tendría que abonar si 
compartiera la habitación con una sola persona adulta.

Tras analizar la cuestión planteada en la queja no apreciamos la discriminación 
alegada toda vez que las aludidas tarifas se contemplan en función de las 

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-inturjoven-tarifas-adecuadas-para-familias-monoparentales
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personas que ocupen la habitación, siempre en condiciones de igualdad, sin 
ningún elemento de ventaja o peyorativo de unas respecto de otras. Ahora 
bien, cuestión diferente es la función social que ha de cumplir la empresa 
Inturjoven y como sus tarifas, muy ajustadas o incluso inferiores a precios 
de mercado, excluyen de su disfrute a personas o familias con recursos 
económicos muy limitados que han de abonar su importe en condiciones 
de igualdad con otras personas o familias con recursos superiores, que en 
ausencia de esta oferta podrían acceder sin excesivo quebranto económico 
a la oferta privada de hospedaje turístico. 

Para compensar estas diferencias y facilitar el acceso al turismo y ocio de 
sectores de la población desfavorecidos es por lo que formulamos una 
Sugerencia a la Dirección General de la Juventud para que se valore la 
posibilidad de promover una modificación del actual régimen de tarifas 
de Inturjoven, de modo que el precio a abonar por el disfrute de sus 
instalaciones pueda tener en cuenta la diferente capacidad económica de 
las personas o familias, especialmente en el supuesto de familias numerosas 
o monoparentales.

En otro orden de cosas, la Constitución Española, en su artículo 39 impone 
la obligación a los poderes públicos de asegurar la protección social, 
económica y jurídica de la familia. Con base en este precepto constitucional, 
son muchas las iniciativas de los poderes públicos tendentes a hacer viable 
la ansiada conciliación de la vida familiar y laboral. Y una de ellas ha sido el 
reconocimiento del derecho del personal al servicio de las Administraciones 
públicas de reducir su jornada laboral para atender el cuidado de hijos 
menores de edad con cáncer o enfermedad grave. 

El análisis del marco normativo del permiso señalado tanto en el ámbito 
estatal (artículo 49 e) del Estatuto Básico del Empleado Público) como en 
el autonómico (Instrucción de 4/2012, de 21 de diciembre, de la Secretaría 
General de la Administración Pública y Acuerdo del Consejo de Gobierno 
de 9 de julio de 2013) resulta coincidente, en el apartado relativo a la 
acumulación de la reducción de la jornada en jornadas completas, al remitir 
su efectividad al desarrollo reglamentario que respecto a este específico 
permiso se adopte, delimitando los distintos extremos a abordar en esta 
regulación: supuestos a los que es aplicable, criterios para la valoración 
de los documentos que se aporten, porcentajes de reducción de jornada 
superiores al mínimo del cincuenta por ciento y supuestos en los que puedan 
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considerarse continuación del ingreso hospitalario de larga duración que 
requieran cuidados directos, continuos y permanentes.

A pesar de tratarse de un permiso ex novo en nuestro ordenamiento 
jurídico (en vigor desde el 1º de enero de 2011), y de su inmediata eficacia 
en el reconocimiento del mismo, lo cierto es que un sustancial apartado del 
contenido de este permiso (la acumulación de la reducción de la jornada en 
unas jornadas completas), no ha desplegado idéntica eficacia, por cuanto 
ésta se supedita al desarrollo reglamentario de este punto, inactividad 
reglamentaria que se prolonga en el periodo que va de 2011 a 2014, es 
decir, cuatro años de demora en la cumplimentación de esta obligación 
normativa, extremo incumplido tanto por el Estado al no desarrollar el 
Estatuto Básico del Empleado Público mediante el correspondiente Real 
Decreto, como por la Junta de Andalucía al no desarrollar el mandato de 
la cláusula cuarta del Acuerdo del Consejo de Gobierno de 9 de julio de 
2013, toda vez que el desarrollo reglamentario que supone este Acuerdo, 
no aborda la cuestión de la acumulación de la reducción de la jornada, que 
queda de nuevo remitida a otra reglamentación específica, que se demora 
sine die.

La inactividad normativa supone no ejercer la potestad normativa, 
circunstancia que puede implicar el incumplimiento de una norma legal 
cuando el legislador impone a la Administración el desarrollo normativo por 
medio de reglamentos ejecutivos, a partir de la función que corresponde 
a los reglamentos en el marco de los principios de legalidad y de jerarquía 
normativa. En tal caso se trata de una obligación impuesta al Ejecutivo 
que elimina cualquier discrecionalidad administrativa a la hora de abordar 
el desarrollo reglamentario determinado por la norma, deviniendo tal 
comportamiento inactivo de la Administración en vulneración del principio 
de legalidad constitucional.

Desde nuestra perspectiva, la inactividad administrativa en esta parcela 
normativa, en cualquiera de los niveles orgánicos de la Administración, 
supone no solo el incumplimiento de un mandato consistente en el ejercicio 
de la potestad reglamentaria, cualquiera que sea el rango jerárquico 
de la norma, sino lo que es más importante, la ineficacia de un aspecto 
fundamental en esta modalidad de permiso, tan vinculada a la conciliación 
de la vida familiar y profesional, afectando al colectivo diana del derecho, 
en el que se suma a la fragilidad de la minoría de edad el del padecimiento 
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de una enfermedad grave que requiere la atención de sus progenitores en 
el escenario hospitalario o en el domicilio en el que se continúa la atención 
sanitaria.

La omisión reglamentista que aquí constatamos en el ámbito de los 
empleados públicos vinculados a la Administración General de la Junta de 
Andalucía, tiene desigual traslación en relación a otros colectivos sometidos 
a regulaciones sectoriales. Hasta el momento se han efectuado regulaciones 
en los distintos regímenes jurídicos de personal (Administración General, 
estatutario-sanitario y docente) abordada a nivel de circulares e instrucciones, 
instrumentos de carácter interno y contenido meramente interpretativo del 
marco legal y reglamentario expuesto. 

Por ello, hemos dirigido una Sugerencia a la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública para que con la máxima celeridad se promueva la 
elaboración del texto normativo de desarrollo reglamentario correspondiente 
al permiso para atender al cuidado de hijos con cáncer u otra enfermedad 
grave de menores de edad o mayores que convivan con sus progenitores, y 
en particular la cuestión relativa a la acumulación de la reducción de jornada 
en jornadas completas. (Queja 14/1370).

3.1.2.12. Ejercicio de otros derechos

a) Derecho al honor, la intimidad y la propia imagen

Una de las facetas de nuestra intervención en la defensa de los derechos 
de las personas menores de edad es la referida a la protección de su honor, 
intimidad e imagen personal, con especial consideración a la influencia de las 
nuevas tecnologías de la comunicación e información (TIC). 

El creciente y generalizado uso por menores, cada vez con más corta edad, 
de las redes sociales de internet, así como la disponibilidad de telefonía móvil, 
genera una problemática nueva que se traduce a veces en conflictos de 
relación entre iguales –con la pareja, amigos, vecindad– y en otras ocasiones 
deriva en conflictos con la familia o en el entorno escolar. Y como no podía 
ser de otro modo estas cuestiones a su vez son planteadas como quejas 
ante esta Institución. Así en la queja 13/6894 una menor nos denunciaba 
que su ex novio, que vivía en Marruecos, la acosaba por las redes sociales de 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/falta-desarrollo-reglamentario-reduccion-jornada-cuidado-de-hijos-con-enfermedad-grave

